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CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / LIBERTAD CONDICIONAL / CAUCIÓN / PROCESO EN TRÁMITE / SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENTE – Revisada la información obrante en el expediente, se tiene que el señor JEPA presentó una solicitud ante el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, petición que estaba encaminada a obtener una rebaja en la caución que se le impuso como condición para disfrutar del beneficio de la libertad condicional que en días pasados se le concedió por parte de ese Despacho. 

Si bien el Juzgado de ejecución de penas reconoció que en esa sede se recibió una petición en ese sentido por parte de una tercera persona desde el 2 de enero del año que avanza, concretamente a una hermana del señor PA, también lo es que en esa oportunidad se le indicó cuál era el trámite a seguir para efectos de corroborar la real situación económica que ostenta el accionante, aspecto que se corrobora con el requerimiento de diferentes entidades de registro como la Cámara de Comercio, el respectivo organismo de tránsito, entre otros, y que valga decirlo, no necesariamente se obtiene de manera oficiosa por solicitud del juzgado, sino que también puede ser aportada por quien realiza la petición, como un cumplimiento de la carga probatoria que le asiste para demostrar la supuesta incapacidad económica predicada, como en efecto ocurrió en esta oportunidad, pues de acuerdo a lo informado por el Juez accionado, el día 16 de enero de 2018 se recibieron los respectivos certificados que soportan la solicitud incoada por el accionante, fecha a partir de la cual se dio inicio al estudio de los mismos para poder efectuar una decisión de fondo respecto de lo pedido. 

Ahora, debe tenerse presente también que si se promovieron por parte del libelista las acciones pertinentes ante la jurisdicción ordinaria, lo natural es que se deben esperar los resultados de las mismas, sin que persona diferente al juez natural de la causa pueda intervenir o resolver en otro escenario acerca de tal solicitud; tal afirmación no resulta insensata, si se tiene en cuenta que en la actualidad un juez competente para ello está asumiendo el conocimiento del asunto, agotando los trámites procesales del caso y examinando las pruebas para finalmente tomar una decisión de fondo y en derecho. De este modo, usar la acción de tutela como mecanismo para agilizar la obtención de los resultados que se esperan del proceso ordinario, sería, como ya se dijo, desconocer el principio de subsidiariedad al cual se ha hecho alusión.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JUAN ESTEBAN PAYÁN AGUDELO, en contra del JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la libertad.
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que el pasado 28 de diciembre de 2017 se le concedió por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el beneficio administrativo de la libertad condicional, ello por haber descontado las 3/5 partes de la pena impuesta en la sentencia condenatoria. No obstante, para poder disfrutar de ese beneficio, se le condicionó a pagar una caución de 4 smlmv; sin embargo, el accionante adujo que carece de recursos para pagar ese monto, por lo que tanto él como su abogado solicitaron al Juzgado una exoneración o rebaja del mismo, argumentando para el efecto que en la sentencia condenatoria se le había reconocido la circunstancia de marginalidad, lo cual considera una prueba suficiente para demostrar su incapacidad económica y acceder a su petición.  

Cuestiona que desde el 2 de enero se encuentra a Despacho del juez para resolver la solicitud incoada, sin que haya logrado que se resuelva su situación. 
Finalmente puntualizó que no presentó ningún recurso en contra del auto que ordenó el pago de la caución, toda vez que para resolver ese tipo de asuntos la judicatura tarda hasta 5 meses, siendo su caso un tema urgente, en tratándose de su libertad. 
LO QUE SOLICITA:
Con base en todo lo dicho, solicita el accionante que se amparen sus derechos fundamentales, y en consecuencia, se ordene al Juzgado accionado, exonerarlo de la caución impuesta para poder disfrutar del beneficio de la libertad condicional otorgada, o en su defecto se modifique el monto a pagar. 
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 15 de enero del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento, y se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con el fin de que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. Además, se ordenó la vinculación oficiosa del abogado Marino López Vélez, apoderado judicial del aquí accionante. 
RESPUESTA DEL DESPACHO ACCIONADO: 
JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD: Expuso que si bien la solicitud a la cual hecho referencia el actor se entregó en ese Despacho el 2 de enero del año que transcurre, la misma fue entregada por una hermana de él, a quien se le informó que para efectos de realizar el análisis correspondiente era necesario contar con algunas certificaciones expedidas por tránsito y Transporte, Cámara de Comercio, Instituto Geográfico Agustín Codazzi, con el fin de poder corroborar la situación económica del señor Payán Agudelo; al conocer esa información, la hermana del condenado se comprometió a aportar la documentación requerida, misma que apenas fue allegada al Despacho el 16 de enero de 2018. 
Por otra parte, explicó el titular del Juzgado accionado que, contrario al criterio sostenido por el accionante y su abogado, la situación de marginalidad que se le reconoció en el fallo condenatorio no se puede trasladar a ese asunto, dado que tal condición fue producto de un preacuerdo suscrito con la Fiscalía, a cambio de una aceptación de cargos, con la que a su vez se le concedió una rebaja sustancial de la pena, sin que ello demuestre efectivamente la situación precaria que hoy predica el señor Juan Esteban. 
A pesar de lo anterior, recalcó el Juez que ya cuenta con los respectivos soportes para estudiar si el condenado cumple o no con los criterios para hacer una rebaja o exoneración en la caución, por lo que una vez sea resuelta de fondo la solicitud se le notificará al accionante. 
De acuerdo a lo expuesto, señaló el Juez que no es viable acceder a las pretensiones reclamadas en esta oportunidad, máxime cuando no se ha adoptado una decisión por parte suya como autoridad competente. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, el Despacho accionado ha desconocido sus derechos fundamentales, de manera que se haga necesaria la intervención de este Juez constitucional para conjurarlos. 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

Previo a abordar los argumentos propuestos por el recurrente en su escrito de impugnación, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende; tales exigencias se circunscriben en dos a saber: subsidiariedad e inmediatez.      

El presupuesto de la subsidiariedad tiene su base en el mismo artículo 86 Superior, que contempla primigeniamente el derecho a acudir a la acción de tutela como mecanismo para obtener la protección de los derechos fundamentales de las personas, en aquellos eventos en que los mismos son quebrantados o amenazados por las autoridades, sin embargo, señala de forma expresa que sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que la acción de tutela no procederá: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”
Quiere decir lo anterior que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de derechos fundamentales, toda vez que de acuerdo a la jurisprudencia
  constitucional, esta acción ha sido concebida con el fin de llenar los vacíos existentes en el ordenamiento jurídico, para lograr la protección de dichas prerrogativas. 

De este modo, es claro que ante la existencia de otro mecanismo judicial al alcance del actor, el asunto puede y debe ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 

 
Ahora, en lo que tiene que ver con el principio de inmediatez como requisito de procedencia para la acción de tutela, debe decirse que aunque el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, especialmente si se pretende dar protección inmediata ante la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, sin embargo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, sí debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. 
Caso concreto: 

Sería del caso proceder a analizar si en efecto el Despacho encartado incurrió en una vulneración a los derechos que invoca el accionante, sin embargo, teniendo en cuenta los requisitos de procedibilidad que se expusieron en párrafos anteriores, es evidente que no se encuentra acreditado el presupuesto de subsidiariedad, aspecto que impide la realización de un estudio de fondo sobre el asunto, como pasa a explicarse.     

Revisada la información obrante en el expediente, se tiene que el señor Juan Esteban Payán Agudelo presentó una solicitud ante el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, petición que estaba encaminada a obtener una rebaja en la caución que se le impuso como condición para disfrutar del beneficio de la libertad condicional que en días pasados se le concedió por parte de ese Despacho. 
Si bien el Juzgado de ejecución de penas reconoció que en esa sede se recibió una petición en ese sentido por parte de una tercera persona desde el 2 de enero del año que avanza, concretamente a una hermana del señor Payán Agudelo, también lo es que en esa oportunidad se le indicó cuál era el trámite a seguir para efectos de corroborar la real situación económica que ostenta el accionante, aspecto que se corrobora con el requerimiento de diferentes entidades de registro como la Cámara de Comercio, el respectivo organismo de tránsito, entre otros, y que valga decirlo, no necesariamente se obtiene de manera oficiosa por solicitud del juzgado, sino que también puede ser aportada por quien realiza la petición, como un cumplimiento de la carga probatoria que le asiste para demostrar la supuesta incapacidad económica predicada, como en efecto ocurrió en esta oportunidad, pues de acuerdo a lo informado por el Juez accionado, el día 16 de enero de 2018 se recibieron los respectivos certificados que soportan la solicitud incoada por el accionante, fecha a partir de la cual se dio inicio al estudio de los mismos para poder efectuar una decisión de fondo respecto de lo pedido. 
Ahora, debe tenerse presente también que si se promovieron por parte del libelista las acciones pertinentes ante la jurisdicción ordinaria, lo natural es que se deben esperar los resultados de las mismas, sin que persona diferente al juez natural de la causa pueda intervenir o resolver en otro escenario acerca de tal solicitud; tal afirmación no resulta insensata, si se tiene en cuenta que en la actualidad un juez competente para ello está asumiendo el conocimiento del asunto, agotando los trámites procesales del caso y examinando las pruebas para finalmente tomar una decisión de fondo y en derecho. De este modo, usar la acción de tutela como mecanismo para agilizar la obtención de los resultados que se esperan del proceso ordinario, sería, como ya se dijo, desconocer el principio de subsidiariedad al cual se ha hecho alusión. 

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto, pues se evidencia que el accionante pretende usar la acción de amparo constitucional como mecanismo alternativo  para forzar la toma de una decisión frente a la petición impetrada ante el juzgado accionado respecto a la modificación de la caución prendaria que se le ha impuesto como requisito para gozar del subrogado de la libertad condicional, pues no puede esta Corporación usurpar las funciones que le fueron delegadas al Juez de Ejecución de Penas para analizar los requisitos objetivos y subjetivos para la concesión del beneficio pretendido y entrar a tomar las decisiones del caso.

Finalmente, como quiera que hasta ahora se desconoce si el Despacho accionado se ha pronunciado o no frente a la petición deprecada por el accionante, cuya finalidad era la sustitución de la caución prendaria por una juratoria, o en su defecto la disminución de la caución prendaria impuesta, pues lo único que se sabe es que el proceso ingresó al Despacho para tomar la decisión del caso, en el evento en que ello no haya ocurrido conllevaría a una eventual vulneración de los términos consagrados en el artículo 168 de la Ley 600 de 2000 para tomar ese tipo de determinaciones, disposición aplicable al subexamine según los principios de coexistencia y favorabilidad; por ello la Sala exhortará al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad para que a la mayor brevedad posible, se pronuncie de fondo respecto a la petición deprecada por el libelista.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: NEGAR la tutela invocada por el señor JUAN ESTEBAN PAYÁN AGUDELO, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: EXHORTAR al JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, para que a la mayor brevedad posible, se pronuncie de fondo respecto a la petición deprecada por el libelista, relacionada con la modificación de la caución prendaria que se le ha impuesto como requisito para gozar del subrogado de la libertad condicional.  

TERCERO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia C-543 de 1992
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